[image: image1.png]



República de Colombia

Rama Judicial del Poder Público
[image: image1.png]Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Rdo: 2018-200

Dte: ZAIDA RENTERIA VALOIS
Ddo: UGPP

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD
Medellín, veinticuatro (24) junio de dos mil Veinte (2020)
Medio de control:
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
Demandante:

ZAIDA RENTERIA VALOIS
Demandada:
UGPP      
Radicado:

05001 33 33 001 2018 00200 00
SENTENCIA Nº 
	TEMA: PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / DESCUENTOS POR CONCEPTO DE REINTEGRO DE MESADAS / REVOCATORIA DIRECTA/LESIVIDAD/ CONCEDE PRETENSIONES.


La señora ZAIDA RENTERIA VALOIS, por conducto de apoderado judicial y en ejercicio del Medio de Control de NULIDAD RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO consagrada en el artículo 138 del C.P.A.C.A., formuló demanda en contra de LA UNIDAD DE GESTIÓN DE PENSIONAL Y PARAFISCALES – UGPP -, con el fin de que se profieran las siguientes: 
PRETENSIONES
“1- La nulidad parcial de las actuaciones administrativas contenidas en: La Resolución RDP 032937 del 22 de agosto de 2017 -por medio de la cual se reliquida post mortem una pensión de jubilación gracia y se reconoce una pensión de Sobrevivientes del señor PALACIOS BEJARANO EFRAIN con C.C: 1.583.512-, y la Resolución RDP 039360 de 18 de octubre de 2017 -por medio de la cual se reliquida post mortem una pensión de jubilación de gracias y se reconoce una pensión de sobreviviente-. 

2- Que como consecuencia de la anterior declaración y a título de restablecimiento del derecho debe declararse que a la señora ZAIDA RENTERIA VALOIS le asiste derecho al pago de la sustitución pensional desde el día 25 de marzo de 2017, en la misma cuantía que venía recibiendo el causante PALACIOS BEJARANO EEFRAIN con C.C: 1.583.512 y sin ningún descuento por concepto de reintegro de mesadas. Además, deberá ajustar la prestación reconocida con base en el índice de Precios al Consumidor, de conformidad con los artículos 11, 2 1 y 36 de la Ley 100 de 1993 y con el principio de favorabilidad previsto por el artículo 53 de la Constitución Política y deberá efectuar los reajustes automáticos de Ley a que haya lugar, a partir de la fecha de adquisición del derecho.

3- Que se ordene el reajuste del valor de las condenas según lo ordenado por el artículo 187 del C.C.A, esto es, teniendo en cuenta el incremento en el índice de precios al consumidor.
4- Las sumas una vez reajustadas devengarán intereses comerciales y moratorios en los términos del artículo 192 del C.C.A.
5- La demandada dará cumplimiento a la sentencia y/o conciliación en los términos del artículo 192 del C.C.A. 6- Que se condene en agencias y costas a la entidad demandada.”
2.
HECHOS DE LA DEMANDA
Indica el apoderado de la parte actora que la extinta CAJANAL mediante Resolución Nº 6817 de 04 de junio de 1985 reconoció una pensión de jubilación gracia al señor EFRAIN PALACIOS BEJARANO (fallecido), en cuantía de $47.126 a partir del 23 de agosto de 1984. 

Afirma el apoderado de la parte actora que mediante Resolución Nº 16388 de 9 de septiembre de 1997, CAJANAL negó una solicitud de reliquidación de pensión gracia, y frente a dicha negativa se interpuso el recurso de apelación, mismo que se resolvió mediante la Resolución N.º 01451 del 3 de abril de 1998, confirmando en toda la resolución atacada. 

Es así que mediante la Resolución N.º 01580 del 14 de febrero de 2007 CAJANAL reliquida la pensión del señor EFRAIN PALACIOS BEJARANO elevando su mesada pensional a $ 47.126 efectiva a partir de 13 de septiembre de 1984 pero con efectos fiscales a partir del 19 de julio de 2002 por prescripción trienal. 

El señor EFRAIN PALACIOS BEJARANO falleció el día 25 de marzo de 2017, dejando a su cónyuge y/o compañera ZAIDA RENTERIA VALOIS, como única beneficiaria de su pensión. Es así que mediante Resolución RDP 016954 de 25 abril 2017 - se reconoce de forma provisional el pago de la pensión de sobreviviente a la señora ZAIDA RENTERIA VALOIS, con ocasión del fallecimiento de señor EFRAIN PALACIOS BEJARANO con inclusión en nómina a partir de junio de 2017. 

Arguye el apoderado de la parte actora que posteriormente la UGPP mediante Resolución RDP 032937 de 22 de agosto de 2017, reconoce la prestación de sobreviviente en forma definitiva a favor de la señora ZAIDA RENTERIA VALOIS, y ordena el reconocimiento y pago de la prestación a partir del 26 de marzo de 2017, así mismo ordena reliquidar post mortem la prestación de jubilación de un señor ANTONIO ANAYA RODRIGUEZ- (error garrafal y gramatical) dado que el causante se llama EFRAIN PALACIOS BEJARANO, en cuantía de $47.519, con efectos fiscales desde 25 de marzo de 2017. sin ordenar ninguna deducción exceptuando el aporte obligatorio a salud, indica que dichos errores administrativos ponen en evidencia el poco cuidado del personal de la entidad al emitir una resolución tan importante como lo es una resolución que configura un derecho vitalicio a favor de un administrado, en este caso una pensión de sobreviviente. 
Manifiesta el apoderado de la parte actora que la UGPP mediante Resolución RDP 039360 de 18 de octubre de 2017 en la cual se modifica y adiciona la Resolución RDP 032937 de 22 de agosto de 2017.
El 27 de noviembre de 2017 se le envió un derecho de petición a la UGGP por parte de la demandante al percatarse que en la mesada de noviembre se le hizo un descuento arbitrario por la entidad denominado: “descuento por mayores valores mayo por la suma de $ 2.451.200”, descuento que se le ha realizado en las mesadas de abril y mayo, noviembre y la adicional, diciembre de 2017, además en las mesadas de enero, febrero, marzo y abril de 2018, generando una afectación al mínimo vital de la accionante.
La UGPP contesta la petición que en su momento elevó la demandante el 27 de noviembre de 2017 indicándole qué: “Mediante la Resolución RDP 032937 del 22 de agosto de 2017 se reliquidó la pensión de jubilación post mortem, a su favor en cuenta de $47.519. Efectiva a partir de 23 de agosto de 1984, en efectos fiscales a partir del 25 de marzo de 2017 por prescripción trienal. El 22 de agosto de 2017, se efectuó descuento en la cuantía de $2.451.200, por concepto de mayores valores pagados a su favor, sin tener derecho a ellos, correspondiente al periodo de junio de 2017 (mes en que fue incluida en nómina la sustitución provisional) a octubre de 2017, teniendo en cuenta que el reconocimiento inicial de la sustitución pensional ) a octubre de 2017, teniendo en cuenta que el reconocimiento inicial de la sustitución pensional de la resolución RDP 16954 del 25 de abril de 2017, se efectuó con una mesada de $ 4.019.466.58, lo cual no es correcto, por cuanto debía tomarse como mesada para el cálculo de la sustitución el valor de $ 47.126.76, con el cual fue reconocida la Pensión Gracia al causante fallecido”.
Arguye que las entidades públicas poseen entre otros, dos mecanismos de control para ejercer la modificación de sus actos administrativos, el primero es la solicitud de autorización el administrado para revocar el acto y el segundo medio de control conocido como acción de lesividad como doctrinariamente se la ha llamado al medio de control de nulidad, (nulidad y restablecimiento del derecho por parte de una entidad pública cuando esta demanda su propio acto), esta acción es ejercida cuando no sea posible ejercer la revocatoria directa de los actos por parte de la entidad que lo expidió, no puede la entidad pública entrar arbitrariamente a modificar los actos administrativos y menos en aquellos en que se configura un derecho a favor de una administrado, como ocurrió en este caso donde no hubo autorización para la revocatoria del acto ni existía una causal para revocatoria directa. 
Indica que los errores que se comentan en los actos administrativos notificados a los administrados que no sean exclusivamente gramaticales, le corresponde corregirlos a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, NO UNILATERALMENTE a la entidad, como ocurrió en este caso, que abusando de sus facultades la UGPP modificó el derecho adquirido y consolidado de la demandante, no solo modificando la cuantía y la fecha de causación y reconocimiento de la prestación, sino además generando un descuento del pago de la mesada pensional sin siquiera notificar a la administrada, lo que ha generado un perjuicio y una afectación a su mínimo vital.
Señala que la UGPP arbitrariamente ha modificado el valor de la mesada pensional de la accionante, desconociendo con ello que los beneficiarios de la pensión de sobreviviente de un pensionando lo sustituyen y reciben la mesada pensional en la misma forma que la recibía el causante. (Art. 48 Ley 100 de 1993). 
La UGPP empezó a realizar un descuento mensual desde noviembre de 2017 por un valor de $2.451.200 sobre cada mesada, a título de reintegro de mesadas reformando unilateralmente el monto de la pensión de la accionante y alterando sin justificación ni legal, ni jurídica frente a un derecho consolidado desde el 23 de agosto de 1984 por el causante EFRAIN PALACIOS BEJARANO, que sustituye la señora ZAIDA RENTERIA VALOIS y que no puede pretender desconocer la entidad vía resolución. 
 La UGPP ha justificado su actuar en que la mesada pensional del causante EFRAIN PALACIOS BEJARANO era de $ 2.500.000 pesos mensuales y no de $4.019.0.000 de pesos, modificando el monto de la mesada pensional de la beneficiaria y hoy pensionada ZAIDA RENTERIA VALOIS, sin ejercer los mecanismos jurisdiccionales habilitados para tal fin. 
Resalta la parte actora que la UGPP ha violentado los derechos fundamentales de la accionante y por dicha razón se presentó una acción de tutela en procura de la protección a los derechos fundamentales de debido proceso y mínimo vital, la tutela se tramitó ante el Juzgado 18 Administrativo del Circuito de Medellín, donde se tutelaron los derechos de la accionante fallo que fue confirmado por el Tribunal contencioso administrado, en ambas sentencias se le ordenó a la UGPP suspender los efectos de las resoluciones: Resolución RDP 032937 del 22 de agosto de 2017 y la Resolución RDP 039360 de 18 de octubre de 2017, hasta tanto la UGPP no accediera al Juez natural para resolver las controversias aquí planteadas, lo que no ha ocurrido.
Pese a existir el fallo de tutela emitido por el Tribunal Contencioso administrativo en el cual se ordenó la suspensión de los efectos de los actos administrativos atacados desde el mes de enero de 2018, la entidad para el mes de marzo de 2018 no había acatado dicha orden, por lo que se procedió a radicar un incidente de desacato ante el Juzgado 18 Administrativo de Medellín, mismo que a la presentación de esta demanda no ha sido resuelto.
 La UGPP mediante la Resolución RDP 008958 de 9 de marzo de 2018 por medio de la cual se da cumplimiento al fallo emitido por el Tribunal Contencioso Administrativo, y en la nómina del mes de abril de 2018 se le abona a la señora RENTERIA VALOIS un pago de $5.836.742. Correspondientes a los meses de enero, febrero y marzo de 2018, quedando pendiente el restablecimiento del monto de las mesadas de: Abril, mayo, noviembre, adicional de noviembre y diciembre de 2017 por pagar. 

3. NORMAS VIOLADAS CONCEPTO DE VIOLACIÓN
Indica las siguientes:
Normas constitucionales: Preámbulo, artículos 1, 2, 4, 13, 43, 48, 53, 93 y 94.

 Disposiciones legales: La Ley 33 de 1985, Ley 100 de 1993 los artículos 21, 36 y 150., Decreto 3135 de 1968, el artículo 27; Decreto 1848 de 1969, el artículo 73., Decreto 1042 de 1978, Decreto 1045 de 1978, Ley 62 de 1985, Decreto 1160 de 1989, artículo 10. Ordenanza 33 de 1980.
Como síntesis en su concepto de violación, indica el apoderado de la parte actora que, en el presente caso se presenta tipificadas varias causales de nulidad del acto administrativo, tales como violación de la Constitución y de la ley, ya que con la actuación administrativa cuestionada se violaron diversas normas constitucionales y legales art 48 de la ley 100 de 1993.

Señala que hay falsa motivación, porque los motivos expresados en los actos administrativos demandados, conllevaron a un perjuicio irremediable y una afectación al mínimo vital de la misma, al deducir de la mesada pensional de la actora unos descuentos sin justificación ni legal ni jurídica.
4. POSICIÓN DE LA ENTIDAD DEMANDADA: 
Dentro del termino para contestar, indica la apoderada de la entidad accionada que, unos hechos son ciertos, otros no, otros son parcialmente ciertos, en relación con las pretensiones solicitan sean denegadas.
Como argumento de defensa indica que los actos administrativos demandados, conservan incólume su presunción de validez y surten plenamente sus efectos en el mundo jurídico, puesto que no ha sido desvirtuada por la demandante, toda vez que los mismos no contienen vicio alguno que conlleve a su anulación, ya que fueron expedidos por la autoridad competente, observando la ritualidad exigida para su recreación y ejecutoria, tanto los motivos en los que se fundan como la motivación que en ellos se lee son consistentes y congruentes con las normas superiores en las que se erigen, por lo tanto los vicios que se le imputan carecen de fundamento de acuerdo a los preceptos de nuestro ordenamiento jurídico. 
En relación con la pretensión de imposibilidad de ordenar descuento alguno, advirtiendo que, a la actora le fueron pagadas en exceso de se derecho mayores valores en sus mesadas pensionales, razón por la cual, esta pretensión, violenta el ordenamiento jurídico y pretende legalizar el aprovechamiento de un error ajeno, por cuanto el pago en exceso llevado a cabo a la señora ZAIDA RENTERIA, no puede mediante sentencia judicial, ser refrendado como fuente de derecho en contra del patrimonio público. 
Ahora bien, la entidad no ostenta la obligación de reliquidar la pensión mensual   vitalicia de jubilación reconocida a la actora, por concepto de indexación de la primera mesada, toda vez que no existe norma concreta y especial al interior de nuestro ordenamiento jurídico, que regule la materia dentro del régimen de excepción que prevé el reconocimiento del derecho a acceder a la pensión gracia, lo anterior por cuanto la normatividad alegada por la demandante no le es aplicable dado el principio de inescendibilidad normativa (articulo 14 de la ley 100 de 1993).
De esta manera queda claro que la normatividad trascrita tiene su ámbito de aplicación sobre el entendido de una pensión ya reconocida, y no del IBL para liquidar la misma y en segundo lugar que para la verificación de requisitos de reconocimiento del derecho a acceder a la pensión gracia, la actora esta incluida al interior del régimen de excepción y no en el sistema general de seguridad social en pensiones previsto en la Ley 100 de 1993.

Presenta las siguientes excepciones:
-Ausencia de vicios en los actos administrativos demandados

-inexistencia de la obligación

-prescripción total de los derechos reclamados.

5. TRÁMITE PROCESAL:
Por reparto, le correspondió a este Juzgado, el cual, por auto del 11 de mayo de 2018 dictó auto admisorio (fls. 130), el cual fue notificado a la entidad demanda, a la Agencia Nacional para la defensa del Estado y al Ministerio Público en debida forma en (fls.139 y ss) La entidad demandada dio respuesta a la demanda en el término oportuno, razón por la cual mediante constancia secretarial de fecha 20 de marzo de 2019, se dio traslado a las excepciones propuestas ( fls 153), de las cuales la parte actora se pronunció en los términos visible a folios 154, mediante auto de fecha 24 de abril de 2019, se fijó fecha para la audiencia inicial, sin embargo la misma fue reprogramada mediante auto de fecha 18 de julio de 2019, para el día 12 de septiembre de 2019, nuevamente mediante auto de fecha 12 de septiembre se reprogramo para el día 11 de octubre de 2019, diligencia evacuada, agotando las etapas propias de la misma, decretando las pruebas solicitadas, ahora bien, en dicha diligencia, por considerar que en el asunto de la referencia eran varias las pretensiones que había que resolver, el Despacho haciendo uso de las facultades previstas en el inciso final del artículo 181 del C.P.A.C.A, prescindió de la audiencia de alegaciones y juzgamiento, y ordeno al presentación de los alegatos de conclusión por escrito dentro de los diez días siguientes, y agotado dicho término se profirió la presente sentencia.
1. ALEGACIONES DE LAS PARTES

PARTE DEMANDANTE: 
Mediante escrito allegado el día 15 de octubre de 2019, el apoderado de la parte actora se ratifica en los hechos de la demanda e insiste que  la UGPP ha violentado los derechos fundamentales de la demandante, tales como el debido proceso y el mínimo vital, razón por la cual tuvo que acudir al mecanismo de tutela, para la protección de sus derechos, los cuales fueron amparados por el Juez de tutela, sin embargo, pese a existir dicho fallo de tutela a su favor, en el cual se ordenó la suspensión de los efectos de los efectos de los actos administrativos atacados desde el mes de enero de 2018, la entidad para el mes de marzo de 2018 no había acatado dicha orden
PARTE DEMANDADA: 
Mediante escrito allegado el día 17 de octubre de 2019, la apoderada de la entidad accionada se ratifica en la contestación de la demanda, resaltando que, en el caso particular, la solución mas favorable es el mantenimiento del valor económico de la mesada pensional, además que es esta la que se encuentra acorde con el ordenamiento institucional, sin importar si aquellas fueron reconocidas con anterioridad o con posterioridad a la expedición de la Constitución de 1991, razón por la cual se trae a colación jurisprudencia sobre el tema.
Y concluye manifestando la entidad accionada, señalando que el demandante adquirió el estatus jurídico de pensionado antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, en consecuencia, dicho régimen no le es aplicable, en consecuencia, se afirma que, al momento de negar la prestación deprecada, la entidad actuó conforme a derecho por decidir conforme a la normatividad taxativa aplicable al caso concreto.
                      CONSIDERACIONES DEL DESPACHO
1. EL PROBLEMA JURÍDICO: 
En el análisis jurídico y probatorio corresponde al Despacho determinar la legalidad de los actos administrativos contenidos en las Resoluciones RPD 032937 del 22 de agosto de 2017 y RPD 039360 del 18 de octubre de 2017, expedidas por LA UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES UGPP y con ello, establecer si la señora ZAIDA RENTERIA VALOIS, tiene o no derecho al pago de la sustitución pensional desde el dia 25 de marzo de 2017 en la misma cuantía en que venia siendo percibida por el causante y sin ningún descuento por concepto de reintegro de mesadas, aunado a si se debe ajustar la prestación reconocida con base en el IPC de conformidad con los artículos 11,21, y 36 de la Ley 100 de 1993. 
Derivado del eventual éxito de las pretensiones relativas a la legalidad del aludido acto, deberá el Despacho resolver sobre las pretensiones resarcitorias solicitadas en la demanda.

2. Presupuestos Procesales: 
El medio de control que se promueve es el de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, consagrado en el artículo 138 del CPACA, es una acción a través de la cual la persona que se siente lesionada por un acto de la administración, que le ha desconocido el derecho individual reclamado, puede ejercerla, a fin de obtener de la jurisdicción contenciosa administrativa la nulidad del acto administrativo y el restablecimiento del derecho correspondiente. 

Este Despacho es competente para conocer del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de carácter laboral, en virtud de lo establecido en los artículos 155 y 156 del CPACA. En la de nulidad y restablecimiento del Derecho, previamente se debe solicitar al juez la nulidad de un acto administrativo, ya que con este tipo de acciones se busca que se proteja al actor de un interés particular, para obtener el resarcimiento de un perjuicio causado con el acto cuya nulidad pretende. 

El medio de control propuesto procede por regla general contra los actos administrativos definitivos, creadores de situaciones jurídicas individuales, particulares y concretas o contra los de trámite cuando ellos, en sí mismos, contienen una decisión definitiva o hacen imposible continuar la actuación administrativa. 

Para acudir a la jurisdicción contencioso administrativa en nulidad y restablecimiento del derecho, y el acto cuestionado sea de carácter particular, es necesario que se hayan ejercido y decido los recursos obligatorios, de conformidad con lo establecido en el numeral segundo del artículo 161 del C.P.A.C.A. 

En el caso sub lite, podemos observar que el accionante podía acudir a la jurisdicción contencioso administrativa por cuanto en los actos acusados y el definitivo no se dio la oportunidad para interponer recursos. 
Teniendo en cuenta que el derecho alegado trata sobre prestaciones periódicas, no está sujeto al término de caducidad, de conformidad con el literal b del numeral primero del artículo 164 del CPACA.
El requisito de procedibilidad de la audiencia de conciliación prejudicial ante la procuraduría Judicial Delegada para asuntos Administrativos se encuentra debidamente agotado tal y como obra a folios Fls 123-124 del expediente.

3. MARCO JURIDICO
 De la pensión de sobreviviente, la pensión post mortem y la pensión sustitutiva, así como de la preeminencia del régimen que debe ser aplicado.

Es con el fin de atender una contingencia como la muerte, que el Legislador consagra la pensión de sobreviviente, con el objeto de suplir la ausencia del apoyo económico que brindaba el occiso a su grupo familiar y evitar un cambio sustancial en las condiciones mínimas de subsistencia de los beneficiarios de la prestación, quienes corresponden a aquellas personas que se encontraban en situación de dependencia con el fallecido.

Al respecto el Consejo de Estado
, en su jurisprudencia se ha apoyado en los pronunciamientos emitidos por la Corte Constitucional
, la cual concluye que la pensión de sobreviviente, la sustitución pensional y la pensión post-mortem responden a las necesidades de mantener en sus beneficiarios igual grado de seguridad social y economía con la que contaban en vida del causante y su desconocimiento puede significar la desprotección y hasta la miseria, por lo que son los regímenes pensionales los que prevén en sus articulados que aquellas personas más cercanas y que dependían del occiso perciban la sustitución pensional, la pensión de sobreviviente o la pensión post-mortem, según el caso, para la satisfacción de sus necesidades. Ello mismo lo predica en sentencia más reciente
, en la que se pronuncia frente a la naturaleza y finalidad de la pensión de sobreviviente, indicando que constituye una prestación social, fundada en principios de solidaridad y universalidad, para garantizar una estabilidad económica suficiente y en condiciones dignas a los beneficiarios del causante, más aún cuando es la única fuente de ingreso para evitar el desamparo, por lo que el derecho se encuentra ligado al mínimo vital y en razón a ello adquiere la calidad de derecho fundamental.
Respecto de la pensión de sobrevivientes, el régimen general dispuso en el artículo 49 de la Ley 100 de 1993, antes de la modificación de la Ley 797 de 2003, lo siguiente:

“ARTÍCULO  46. Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes: 
 1.  Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez, o invalidez por riesgo común, que fallezca.

2.  Los miembros del grupo familiar del afiliado que fallezca, siempre que éste hubiere cumplido alguno de los siguientes requisitos:

a)  Que el afiliado se encuentre cotizando al sistema y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas al momento de la muerte, y

b)  Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca la muerte.

PARAGRAFO.-Para efectos del cómputo de las semanas a que se refiere el presente artículo se tendrá en cuenta lo dispuesto en los parágrafos del artículo 33 de la presente ley.”.

En cuanto a los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes el artículo 47, literal e) de la Ley 100 de 1993, anterior a la Ley 797 de 2003, establece: 

“ARTÍCULO 47. BENEFICIARIOS DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES. Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes:

a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte;

b) En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga menos de 30 años de edad, y no haya procreado hijos con este. La pensión temporal se pagará mientras el beneficiario viva y tendrá una duración máxima de 20 años. En este caso, el beneficiario deberá cotizar al sistema para obtener su propia pensión, con cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con el causante aplicará el literal a).

Si respecto de un pensionado hubiese un compañero o compañera permanente, con sociedad anterior conyugal no disuelta y derecho a percibir parte de la pensión de que tratan los literales a) y b) del presente artículo, dicha pensión se dividirá entre ellos (as) en proporción al tiempo de convivencia con el fallecido.

En caso de convivencia simultánea en los últimos cinco años, antes del fallecimiento del causante entre un cónyuge y una compañera o compañero permanente, la beneficiaria o el beneficiario de la pensión de sobreviviente será la esposa o el esposo. Si no existe convivencia simultánea y se mantiene vigente la unión conyugal pero hay una separación de hecho, la compañera o compañero permanente podrá reclamar una cuota parte de lo correspondiente al literal a en un porcentaje proporcional al tiempo convivido con el causante siempre y cuando haya sido superior a los últimos cinco años antes del fallecimiento del causante. La otra cuota parte le corresponderá a la cónyuge con la cual existe la sociedad conyugal vigente;

c) Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 años, incapacitados para trabajar por razón de sus estudios y si dependían económicamente del causante al momento de su muerte, siempre y cuando acrediten debidamente su condición de estudiantes y cumplan con el mínimo de condiciones académicas que establezca el Gobierno; y, los hijos inválidos si dependían económicamente del causante, esto es, que no tienen ingresos adicionales, mientras subsistan las condiciones de invalidez. Para determinar cuando hay invalidez se aplicará el criterio previsto por el artículo 38 de la Ley 100 de 1993;

d) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, serán beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente de forma total y absoluta de este;

e) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con derecho, serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían económicamente de éste.

PARÁGRAFO. Para efectos de este artículo se requerirá que el vínculo entre el padre, el hijo o el hermano inválido sea el establecido en el Código Civil.”(Expresiones tachadas declaradas inexequibles)

De la norma transcrita, la sentencia C-111 del 2006, declaró inexequibles las expresiones subrayadas que contenía el texto “si dependían económicamente de forma total y absoluta de este”, pues dicha prestación tiene como propósito suplir el apoyo económico que el afiliado daba al grupo familiar, de manera que su muerte no implique un cambio sustancial de sus condiciones mínimas de subsistencia, de manera que la acreditación del apoyo económico, así sea parcial, será suficiente para que proceda el reconocimiento de la pensión, más aun cuando la muerte del soldado se dio cuando el demandante y el vinculado eran menores de edad, elemento más que suficiente para establecer que era claro que dependían económicamente del causante.
La norma transcrita fijó los requisitos para el reconocimiento de la pensión de sobreviviente, los cuales son, además de la muerte del cotizante, un mínimo de cotizaciones a pensión de 50 semanas dentro de los 3 años anteriores al deceso.

Por otro lado, la sustitución pensional al igual que la pensión de sobreviviente y la pensión post-mortem tiene como fin garantizar una estabilidad económica suficiente de para las personas dependientes del difunto, que en el caso concreto, logró pensionarse o cumplir con los requisitos para la adquisición de dicha pensión, pero que al ser docente se encuentra exceptuado del régimen ordinario de seguridad social en pensiones, así, los artículos 6 y ss del Decreto 1160 de 1989 disponen respecto de los requisitos para la adquisición de la misma, lo siguiente, 

“Artículo 6º.- Beneficiarios de la sustitución pensional. Extiéndense las previsiones sobre sustitución pensional:

1. En forma vitalicia al cónyuge sobreviviente y, a falta de éste, al compañero o a la compañera permanente del causante.

Se entiende que falta el cónyuge:

a) Por muerte real o presunta;

b) Por nulidad del matrimonio civil o eclesiástico;

c) Por divorcio del matrimonio civil.

2. A los hijos menores de 18 años, inválidos de cualquier edad y estudiantes de 18 años o más de edad, que dependan económicamente del causante, mientras subsistan las condiciones de minoría de edad, invalidez o estudios.

3. A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente o hijos con derecho, en forma vitalicia a los padres legítimos, naturales o adoptantes del causante, que dependan económicamente de éste.

4. A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente hijos y padres con derecho, a los hermanos inválidos que dependan económicamente del causante hasta cuando cese la invalidez.

(…)

Artículo 7º.- Pérdida del derecho del cónyuge sobreviviente. El cónyuge sobreviviente no tiene derecho a la sustitución pensional, cuando se haya disuelto la sociedad conyugal o exista separación legal y definitiva de cuerpos o cuando en el momento del deceso del causante no hiciere vida en común con él, salvo el caso de hallarse en imposibilidad de hacerlo por haber abandonado éste el hogar sin justa causa o haberle impedido su acercamiento o compañía, hecho éste que se demostrará con prueba sumaria.

El cónyuge sobreviviente pierde el derecho de la sustitución pensional que esté disfrutando, cuando contraiga nupcias o haga vida marital.

Artículo 8º.- Distribución entre beneficiarios de la sustitución pensional. La sustitución pensional se distribuirá entre los beneficiarios así:

1. El 50% para el cónyuge sobreviviente o compañero o compañera permanente del causante y el otro 50% para los hijos de éste, distribuido por partes iguales.

2. A falta de hijos con derecho, se sustituirá la totalidad de la pensión, al cónyuge Sobreviviente o al compañero o compañera permanente del causante.

3. Si no hubiere cónyuge supérstite o compañero o compañera permanente, la sustitución de la pensión corresponderá a los hijos con derecho, por partes iguales.

4. Si no hubiere cónyuge supérstite o compañero o compañera permanente, ni hijos con derecho, se sustituirá la totalidad de la pensión a los padres con derecho.

5. Si no hubiere cónyuge supérstite, compañero o compañera permanente, hijos o padres con derecho, la sustitución de la pensión corresponderá a los hermanos inválidos del causante.

Parágrafo- Cuando falte alguno de los beneficiarios del respectivo orden por extinción o pérdida del derecho, la parte de su pensión acrecerá a la de los demás en forma proporcional.” (Texto subrayado declarado nulo por el Consejo de Estado).

3.1. Régimen pensional de sobreviviente aplicable a la pensión gracia.

Es de resaltar que en el caso de la pensión gracia no existe una norma que indique la existencia de una pensión de sobreviviente o de una sustitución pensional o post mortem a favor de los familiares del finado, sin embargo, jurisprudencialmente la Alta Corporación de la Jurisdicción Contencioso Administrativa ha indicado que debe aplicarse el régimen general, tal como se estudiará a continuación.

«[…] En este orden de ideas, es necesario concluir que la pensión gracia, tal como lo ha entendido la Jurisprudencia y la Doctrina, es una pensión especial de origen legal cuya gratuidad, es decir, la ausencia de aportes o cotizaciones para tal efecto, no impide su consolidación como derecho adquirido con justo título y por ende su aptitud para ser sustituida en caso de muerte del beneficiario, pues una vez configurados los elementos que permiten el otorgamiento de la pensión gracia, se entiende que el derecho ingresa al patrimonio del docente tornándose potencialmente sustituible dada su naturaleza pensional y la categoría de derecho adquirido que obtiene una vez consolidado. 

Debe aclararse además que dentro de nuestro ordenamiento legal el régimen de sustitución pensional se consagró como un mecanismo de seguridad social orientado a proteger el núcleo familiar inmediato del empleado que muere siendo titular de una pensión, de manera que éstos gocen del mismo grado de seguridad social y económica con que contarían en vida del fallecido, lo que independiza la viabilidad del derecho a la sustitución pensional de la existencia de aportes para conformar el derecho pensional primigenio.

Ahora, si bien la normatividad especial que regula la pensión gracia no contempló específicamente la sustitución de la misma a favor de los beneficiarios del docente luego de su deceso, lo cierto es que tampoco la prohibió, ni señaló -para quienes lograron obtenerla o gozan de una expectativa válida frente a la misma por virtud del régimen de transición de la Ley 91 de 1989- causal alguna de extinción del derecho, mucho menos su cese o pérdida con ocasión del fallecimiento del pensionado o docente con derecho. 

Bajo la motivación precedente se concluye la vocación de sustituibilidad que asiste a la pensión gracia bajo los mismos parámetros legales y criterios aplicables a las pensiones ordinarias, pues si bien su causa jurídica es diferente, estas comparten por voluntad del Legislador la misma naturaleza, y en materia de sustitución, la misma finalidad de amparo a la familia más próxima de quien antes de fallecer adquirió el derecho, de manera pues, que resultan aplicables en tal sentido las normas generales que regulan la materia, vigentes al momento del deceso del docente. […]»

En este sentido, se debe aplicar la norma que rija el régimen general vigente a la fecha de fallecimiento de quien cotizaba a seguridad social o de quien venía devengando la pensión gracia.

Del debido proceso
 El artículo 29 de la Constitución establece que el debido proceso es un derecho fundamental que debe aplicarse a todas las actuaciones judiciales y administrativas. No obstante, la jurisprudencia constitucional determina que este no comprende exclusivamente las normas orgánicas constitucionales, sino también otro cúmulo de valores y principios más allá del cumplimiento de los requisitos establecidos en las leyes procesales. En ese sentido, se reconoce que el principio de proporcionalidad es relevante dentro del debido proceso, ya que exige la justificación en términos constitucionales de cualquier medida que implique la limitación de un derecho fundamental, por lo que implica una adecuación entre los medios utilizados y las necesidades que se tratan de satisfacer en una medida.

En la jurisprudencia desarrollada por la Corte Constitucional de manera amplia y reiterada se ha señalado el contenido, elementos y características del derecho al debido proceso, el cual es considerado uno de los pilares fundamentales del Estado social y constitucional de Derecho. Entre los elementos más importantes del debido proceso, se ha destacado:

“a) El derecho a la jurisdicción, que a su vez implica los derechos al libre e igualitario acceso ante los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo.
 
b) El derecho al juez natural, identificado este con el funcionario que tiene la capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la ley.
 
c) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un abogado cuando se requiera, a la igualdad ante la ley procesal, el derecho a la buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso.
 
d) El derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables.
 
e) El derecho a la independencia del juez, que solo tiene efectivo reconocimiento cuando los servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo.
 
f) El derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, de acuerdo con los imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas.”

Es por lo que debe insistirse entonces, en que dicha garantía no solo se encuentre en los juicios y procedimientos judiciales, sino también en todas las actuaciones administrativas de modo que se garantice: el acceso a procesos justos y adecuados;  el principio de legalidad y las formas administrativas previamente establecidas; los principios de contradicción e imparcialidad; y  los derechos fundamentales delas partes, con la finalidad de evitar posibles actuaciones abusivas o arbitrarias por parte de la administración a través de la expedición de actos administrativos que resulten lesivos de derechos o contrarios al ordenamiento jurídico.

 
De la Revocatoria Directa 
La ley 1437 de 2011, contempla la posibilidad de la revocatoria directa de los actos administrativos proferidos por las diferentes entidades o autoridades administrativas, entendiendo la misma como un mecanismo jurídico que permite a las entidades administrativas revocar sus propios actos administrativos. Se denomina directa porque es la misma autoridad que expide el acto administrativo quien lo revoca, y no es necesario recurrir a otra instancia o entidad para que revoque el acto.

Si la revocatoria de los actos no fuera directa, habría que iniciar una acción judicial ante la justicia administrativa para que sea esta quien deje sin efectos los actos administrativos.

Causales para la revocación directa de un acto administrativo
El artículo 93 del código de procedimiento administrativo y de lo contencioso, señala que los actos administrativos deben ser revocados por las mismas autoridades que los hayan expedido, en cualquiera de los siguientes casos:

· Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la ley.
· Cuando no estén conformes con el interés público o social, o atenten contra él.
· Cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona.
La revocatoria directa se podrá efectuar por la misma autoridad que haya expedido el acto, por los inmediatos superiores, de oficio a petición de parte.
Oportunidad para ejercer la revocatoria directa
Una vez ejecutoriado un acto administrativo, el administrado puede solicitar su revocatoria dentro del término que se tiene para ejercer el control jurisdiccional. Así se desprende de lo señalado en el artículo 94 de la ley 1437 del 2011: «La revocación directa de los actos administrativos a solicitud de parte no procederá (…) en relación con los cuales haya operado la caducidad para su control judicial.»
Es decir que una vez caduque el término para demandar el acto administrativo ante la jurisdicción contencioso administrativa, ya no se puede solicitar la revocatoria del acto administrativo, de donde se desprende que el plazo para solicitarla es el mismo que se tiene para demandar ante la justicia administrativa. Este término es de 4 meses según el artículo 138 del CPACA.

Respecto a la oportunidad que tiene la administración para revocar un acto administrativo, el primer inciso del artículo 95 de la ley 1437 de 2011 señala que: «La revocación directa de los actos administrativos podrá cumplirse aun cuando se haya acudido ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, siempre que no se haya notificado auto admisorio de la demanda.» Sin embargo, ello no quiere decir que el administrado pueda solicitar la revocatoria en esa instancia, sino que la administración puede revocar el acto administrativo cuando la demanda contra el acto administrativo se encuentra en esta instancia.
También existe la llamada de oferta de revocatoria que hace la administración al administrado cuando el proceso ya está en la justicia administrativa, en los términos que señala el parágrafo del artículo 95 del CPACA: «No obstante, en el curso de un proceso judicial, hasta antes de que se profiera sentencia de segunda instancia, de oficio o a petición del interesado o del Ministerio Público, las autoridades demandadas podrán formular oferta de revocatoria de los actos administrativos impugnados previa aprobación del Comité de Conciliación de la entidad. La oferta de revocatoria señalará los actos y las decisiones objeto de la misma y la forma en que se propone restablecer el derecho conculcado o reparar los perjuicios causados con los actos demandados. Si el Juez encuentra que la oferta se ajusta al ordenamiento jurídico, ordenará ponerla en conocimiento del demandante quien deberá manifestar si la acepta en el término que se le señale para tal efecto, evento en el cual el proceso se dará por terminado mediante auto que prestará mérito ejecutivo, en el que se especificarán las obligaciones que la autoridad demandada deberá cumplir a partir de su ejecutoria.»
Improcedencia de la revocatoria directa
El artículo 94 de la ley 1437 de 2011 (CPACA), señala que la revocatoria directa a solicitud de parte no procede en los siguientes casos: Por la causal del numeral 1 del artículo anterior, cuando el peticionario haya interpuesto los recursos de que dichos actos sean susceptibles; ni en relación con los cuales haya operado la caducidad para su control judicial.
Es decir que si el administrado presentó recursos contra el acto administrativo queda impedido para ejercer la revocatoria directa. Igualmente está impedido si no la ejerce dentro de la oportunidad legal que ya señalamos.

En este punto, es válido recordar que, la facultad de la Administración para revocar actos administrativos no incluye aquellos que han creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y concreto, o reconocido un derecho de igual categoría, sin el consentimiento expreso y escrito del respectivo titular. En este punto debe indicarse que este tipo de actos son aquellos en virtud de los cuales el destinatario resulta favorecido, en tanto se reconoce una situación jurídica subjetiva de ventaja, una prerrogativa o genera un impacto positivo o favorable respecto de la titularidad de un derecho.

 
4. DEL CASO CONCRETO Y LA POSICION DEL DESPACHO: 

Pruebas aportadas y decretadas: (fls 18-129 y 152 + CD Cuaderno Principal)
( Copia de la Resolución N.º 6817 de 04 de junio de 1985 reconoció una pensión de jubilación EFRAIN PALACIOS BEJARANO. 

( Copia de la Resolución N.º 01580 del 14 de febrero de 2007 donde se reliquida una pensión gracia a EFRAIN PALACIOS BEJARANO. 

( Copia de la Resolución RDP 016954 de 25 abril 2017 mediante la cual se reconoce provisionalmente una pensión de sobrevivientes.

 ( Copia de la Resolución RDP 032937 de 22 de agosto de 2017, mediante la cual se reliquida una pensión post mortem y se reconoce provisionalmente una pensión de sobrevivientes. 

( Copia de la Resolución RDP 039360 de 18 de octubre de 2017 por la cual se modifica y adiciona la Resolución RDP 032937 de 22 de agosto de 2017. 

( Copia de la petición enviada el 27 de noviembre de 2017 por la accionante a la UGPP. ( Copia de la respuesta enviada por la UGPP frente a la solicitud del noviembre de 2017. 

( Copia de las colillas de pago de junio a diciembre de 2017 y enero a abril de 2018. 
( Copia de la cedula de la demandante. 

( Fallos de primera y segunda instancia emitidos en la tutela POR EL juzgado 18 contencioso administrativo y el Tribunal Contencioso Administrativo con radicado 0500133330820180000700.

 ( Certificación de la UGGP de nóminas del causante desde 1995 al 2017.

 ( Liquidación ilustrativa de la mesada pensional y los cobros efectuados por la UGPP.
 ( Respuesta de la UGPP de 26 de diciembre de 2017.F5. 

( Respuesta de la UGPP de 15 de enero de 2018.F5. 

( Copia de la resolución RDP 008958 de 9 de marzo de 2018 por la cual se da cumplimiento a un fallo de tutela. 

( Copia de la solicitud de una solicitud de apertura de incidente de desacato. 
( Respuesta de la UGPP al incidente de desacato. 

( Acta de conciliación extrajudicial del 6 de abril de 2018. 

( Acta de conciliación extra judicial del 03 de mayo de 2018. 

( Constancia de conciliación extrajudicial. 

( Petición radicada ante la UGPP 26 de abril de 2018.
· Antecedentes Administrativos 
Pretende la parte actora se declare la nulidad de los siguientes actos administrativos: Resolución RDP 032937 del 22 de agosto de 2017 -por medio de la cual se reliquida post mortem una pensión de jubilación gracia y se reconoce una pensión de Sobrevivientes del señor PALACIOS BEJARANO EFRAIN, y la Resolución RDP 039360 de 18 de octubre de 2017 -por medio de la cual se reliquida post mortem una pensión de jubilación de gracias y se reconoce una pensión de sobreviviente; y como  consecuencia debe declararse que la demandante le asiste derecho al pago de la sustitución pensional desde el día 25 de marzo de 2017, en la misma cuantía que venía recibiendo el causante y sin ningún descuento por concepto de reintegro de mesadas. 

Por su parte la entidad accionada advierte que la decisión adoptada, fue conforme a la ley y por lo tanto el proceso disciplinario y los actos administrativos expedidos están concedidos de legalidad. 

Para resolver el anterior problema jurídico, el despacho deberá resolver el problema jurídico previamente planteado.
Así las cosas, tenemos que, de las pruebas aportadas, decretadas y practicadas, no fueron tachadas de falsas a pesar de haberse puesto en conocimiento a los extremos procesales, por lo que a las mismas se les dará valor probatorio según lo que de cada una se desprenda como prueba directa o indirecta.
De acuerdo con las pruebas aportadas tenemos que, la entidad accionada a través de Resolución N.º 6817 de 04 de junio de 1985 reconoció una pensión de jubilación EFRAIN PALACIOS BEJARANO (q.u.e.p.d), a partir del 23 de agosto de 1984. (fls 18)
-Que a través de Resolución N.º 01580 del 14 de febrero de 2007 se reliquida una pensión gracia a EFRAIN PALACIOS BEJARANO, elevando la cuantía a ($47.126.72), efectiva a partir del 13 de septiembre de 1987, con efectos fiscales a partir del 19 de julio de 2002. (fls 20-25).
-Que a través de Resolución RDP 016954 de 25 abril 2017 se reconoció provisionalmente una pensión de sobrevivientes a partir del 26 de marzo de 2017 a la señora ZAIDA RENTERIA VALOIS, en un porcentaje del 100% en calidad de cónyuge o compañero. ( Fls 26-29)
-Que a través de Resolución RDP 032937 de 22 de agosto de 2017, se reliquidó una pensión post mortem de la pensión de jubilación gracia de la señora (sic) ANTONIO ANAYA RODRIGUEZ, en cuantía de $47,519, efectiva a partir de agosto 23 de 1984, con efectos fiscales a partir del 25 de marzo de 2017. Y se reconoció igualmente el pago de una pensión sobrevivientes en cuantía de $47,519, a partir del 26 de marzo de 2017 día siguiente al fallecimiento de la causante a favor de ZAIDA RENTERIA VALOIS. ( FLS 30-39)
-Que a través de Resolución RDP 039360 de 18 de octubre de 2017 se modifica y adiciona la Resolución RDP 032937 de 22 de agosto de 2017. ( fls 40-43)
Sin embargo mediante respuesta a derecho de petición elevada por la accionante ante la UGPP ( fls 44-45), por concepto de descuentos de reintegro de sus mesadas, la entidad accionada le indica que “…sin embargo es preciso aclarar que del valor generado del retroactivo de la resolución RDP032937 del 22 de agosto de 2017, se efectuó descuento de la cuantía de $2.451.200, por concepto de mayores valores pagados a su favor, sin tener derecho a ellos, correspondientes al periodo de junio de 2017(mes que fue incluida en nómina la sustitución provisional) a octubre de 2017, teniendo en cuenta que el reconocimiento inicial de la sustitución pensional de la resolución RPD16954 del 25 de abril de 2017, se efectuó con una mesada de $4.019.466,58, lob cual no es correcto, por cuanto debía tomarse como mesada para el cálculo de la sustitución el valor de $47.126,76, con el cual fue reconocida la pensión gracia al causante fallecido.” ( fls 46)
Ante tal evento, la demandante interpuso acción de tutela, la cual correspondió por reparto al Juzgado Dieciocho Administrativo del Circuito de Madelin, el cual mediante providencia del 25 de enero de 2018, concedió transitoriamente el amparo solicitado y ordeno a la UGPP, suspender los efectos de la Resolución RPD RDP 032937 de 22 de agosto de 2017 y los actos administrativos expedidos sin fundamento en esta, es especial la resolución RDP 039360 de 18 de octubre de 2017. ( fls 59-70), decisión que fue confirmada en su integridad, por el Honorable Tribunal Administrativo de Antioquia, mediante providencia de fecha 27 de febrero de 2018. ( fls 71-79).
Considera el Despacho que, las actuaciones desplegadas por la UGPP, no se encuentran ajustadas al debido proceso garantizado en el artículo 29 constitucional, el cual debe observarse antes de adoptarse decisiones administrativas que puedan generar obligaciones a una persona, o suspender derechos subjetivos, su omisión no admite saneamiento distinto a que se haga bien, es decir conforme a la ley, lo que se omitió en el presente caso.
Insiste el Despacho que, si la entidad accionada consideró que a la actora se le hicieron pagos mayores a los reconocidos mediante Resoluciones en mención, el mecanismo adecuado para impugnar sus propios actos, era el medio de control conocido en nuestro ordenamiento jurídico como (lesividad), el cual se identifica a nivel doctrinal como la posibilidad legal del Estado y de las demás entidades públicas de acudir ante la jurisdicción Contencioso administrativa con el propósito de objetar sus propias decisiones.
 En el derecho colombiano, esta modalidad de instrumento impugnatorio tiene sus fundamentos no sólo en las disposiciones constitucionales que procuran la prevalencia del ordenamiento convencional, constitucional y la sujeción al principio de legalidad (arts. 2º, 4º, 6º, 121, 122, 123 inc. 2.º y 209, entre otros) de la totalidad de actuaciones y decisiones de los servidores públicos, sino también en las normas adjetivas contenidas en el ordenamiento jurídico que habilitan a la Nación y demás entidades públicas para que comparezcan en los procesos contencioso administrativos como demandantes, ( artículos 149, 151, 152 , 154 y 155 de la Ley 1437 de 2011).
La configuración de la acción de lesividad se produce en todos los casos en que la Nación o las entidades públicas acudan como demandantes ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, especialmente, cuando lo hagan con el fin de impugnar aquellos actos administrativos por ellas producidos. Las normas contenciosas indicadas constituyen un marco genérico que reconoce la posibilidad de que las instituciones públicas actúen como demandantes. La acción de lesividad encaja de manera específica dentro de esta relación normativa; se trata de una fórmula garantística del ordenamiento jurídico en manos de las entidades públicas respecto del control jurisdiccional de sus propias decisiones cuando no ha sido posible que éstas pierdan su fuerza ejecutoria por la vía administrativa no obstante estar viciadas en su convencionalidad, constitucionalidad o legalidad y que puedan causar perjuicio al patrimonio público, los derechos subjetivos públicos o a los derechos e intereses colectivos.

Además, la decisión unilateral de la entidad de modificar y adicionar la Resolución RDP 032937 de 22 de agosto de 2017, a través Resolución RDP 039360 de 18 de octubre de 2017, no estaba justificada al tenor de lo dispuesto en artículo 97 del C.P.A.C.A, toda vez que no hubo por parte del beneficiario de la prestación, autorización expresa para la revocatoria de ninguno de los actos administrativos que reconocieron las pensiones a la demandada. En consecuencia, la modificación unilateral del pago por parte de la UGPP, constituye una trasgresión a ese precepto normativo y al derecho pensional de la demandada.
De acuerdo con la jurisprudencia de nuestro órgano Constitucional en sentencia T-066 de 2010 señalo que, cuando se modifica de manera unilateral el acto administrativo que reconoce una pensión lo que se presenta en realidad es una revocatoria directa del mismo porque dicha actuación hace imposible el ejercicio del derecho. Veamos: 
“… Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha sido enfática en afirmar la irrevocabilidad de los actos administrativos de carácter particular y concreto sin el consentimiento del particular, en los términos señalados en la ley. Resulta evidente que el afectado no puede ser el llamado a ejercer las acciones correspondientes ante la jurisdicción contenciosa, porque eso significaría que los errores de la administración prevalecen sobre los derechos y las garantías de los administrados. La Corte también ha considerado que la suspensión de los actos administrativos que reconocen pensiones debe sujetarse al mandato del artículo 69 del CCA. 

Estos casos han sido asimilados por la Corte a una revocatoria directa con implicaciones sobre el mínimo vital de los administrados. Al respecto, la Corte ha manifestado: no sobra reiterar que, cuando se produce la suspensión unilateral del acto administrativo, sin que exista un pronunciamiento expreso de la administración, lo que se presenta en realidad es una revocatoria directa del mismo, puesto que tal decisión - o actuación- hace imposible el ejercicio del derecho”.

En consecuencia, se declarará la nulidad parcial de la Resolución No RDP 032937 del 22 de agosto de 2017 -por medio de la cual se reliquida post mortem una pensión de jubilación gracia y se reconoce una pensión de Sobrevivientes del señor PALACIOS BEJARANO EFRAIN -, y la Resolución RDP 039360 de 18 de octubre de 2017 -por medio de la cual se reliquida post mortem una pensión de jubilación de gracia y se reconoce una pensión de sobreviviente. Y como consecuencia se ordenará a la entidad accionada, reconocer y pagar a la señora ZAIDA RENTERIA VALOIS, la sustitución pensional desde el día 25 de marzo de 2017, en la misma cuantía que venía recibiendo el causante y sin ningún descuento por concepto de reintegro de mesadas.
El monto de la pensión se ajustará, mes por mes, en los términos del artículo 192 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, acudiendo para ello a la siguiente fórmula:
R = R.H. índice final 

             índice inicial
En donde el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (Rh), que es lo dejado de percibir por la demandante por concepto de mesada pensional, por el guarismo que resulta de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE vigente a la fecha de ejecutoria de esta sentencia, por el índice inicial vigente para la fecha en que debieron efectuarse cada uno de los pagos.

 Por tratarse de pagos de tracto sucesivo la fórmula se aplicará separadamente, mes por mes, empezando por la primera mesada pensional que se dejó de devengar, teniendo en cuenta que el índice inicial es el vigente al momento de la causación de cada una de ellas.
5. Prescripción.

La pensión de jubilación o el derecho a gozar de la sustitución pensional, como es bien sabido es una prestación imprescriptible, por tal razón su reconocimiento puede ser solicitado en cualquier tiempo, pero no ocurre lo mismo con las mesadas pensionales que no se hallan amparadas por esta excepción y por el contrario se subsumen dentro del régimen prescriptivo establecido para los derechos laborales. 

Ahora bien, por haberse presentado la solicitud el día 27 de noviembre de 2017 sobre los descuentos no autorizados del reconocimiento pensional dentro de los 3 años siguientes a la muerte del causante PALACIOS BEJARANO EFRAIN, la cual ocurrió el 26 de marzo de 2017 y en vista de que la demanda también se radicó en dicho tiempo 09 de mayo de 2018, no es procedente el fenómeno de la prescripción.

 De las excepciones: de los medios exceptivos invocados advierte el despacho que ninguno está llamado a prosperar, ( Ausencia de vicios en los actos administrativos demandados, inexistencia de la obligación, prescripción total de los derechos reclamados) ya que quedo ampliamente demostrado para el presente caso, que los actos administrativos acusados, fueron expedidos irregularmente, toda vez que el proceso administrativo adelantado por la entidad accionada, no se llevó conforme con las normas que la regulan (debido proceso).
COSTAS.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, dentro de la sentencia el Juez deberá pronunciarse sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código General del Proceso. 
En razón a que dentro del sublite se accederá a las pretensiones de la demanda, la demandada deberá reconocer agencias en derecho a favor de la parte demandada, conforme a lo dispuesto en el Acuerdo No. 1887 de 2003 y 2222 de 2003, expedidos por el Consejo Superior de la Judicatura. 
Así las cosas, se condenará a la parte demandada, a reconocer la suma del cero punto cinco por ciento (0.5%) de las pretensiones reconocidas en esta sentencia. 
Las demás costas liquídense por secretaría.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
FALLA.
PRIMERO: Se niegan las excepciones propuestas por LA UNIDAD DE GESTIÓN DE PENSIONAL Y PARAFISCALES – UGPP UGPP, conforme a la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: Se declara la nulidad parcial de las actuaciones administrativas contenidas en la Resolución RDP 032937 del 22 de agosto de 2017, por medio de la cual se reliquida post mortem una pensión de jubilación gracia y se reconoce una pensión de sobrevivientes del señor PALACIOS BEJARANO EFRAIN identificado con cédula de ciudadanía No 1.583.512, y la Resolución RDP 039360 de 18 de octubre de 2017, por medio de la cual se reliquida post mortem una pensión de jubilación de gracia y se reconoce una pensión de sobreviviente, por los argumentos dados en la parte motiva de esta providencia.
TERCERA: Que como consecuencia de las anteriores declaraciones y a título de restablecimiento del derecho, se ordenará a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCION SOCIAL – UGPP, reconocer y pagar a la señora ZAIDA RENTERIA VALOIS, la sustitución pensional desde el día 25 de marzo de 2017, en la misma cuantía que venía recibiendo el causante PALACIOS BEJARANO EEFRAIN identificado con cédula de ciudadanía No 1.583.512 y sin ningún descuento por concepto de reintegro de mesadas, con los reajustes anuales de ley y en cuantía que se liquidará en la forma señalada en la parte motiva de esta providencia.

CUARTO: Las sumas a que se condena a la entidad demandada por medio de esta sentencia se actualizarán, aplicando para ello la fórmula indicada por el Consejo de Estado para estos casos. 
QUINTO: CONDENAR en costas a la parte demandada, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia. Liquídense por Secretaría las costas del proceso.
SEXTO: Dese cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 192 a 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
SEPTIMO: Notifíquese esta sentencia de conformidad con el artículo 203 del C.P.A.C.A, advirtiendo que conforme al Acuerdo PCSJA20-11549 07/05/2020 “Por medio del cual se prorroga la suspensión de términos, se amplían sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga.
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE
OMAIRA ARBOLEDA RODRIGUEZ
JUEZ 
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